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expresada por el sufragio se corresponda, con la mayor
fidelidad posible. a la identidad real de quien. a lo largo
de la campaña electoral. los recabe (STC 69/1986). Aho­
ra bien. ello no autoriza la entrega en exclusividad a
un determinado grupo de «representaciones auténticas»
de líneas de pensamiento. «que en un Estado social
y democrático de Derecho nadie puede pretender»
(STC 106/1991). y. por el contrario. permite que una
misma corriente ideológica pueda tener diversas expre­
siones partidarias con simbología a veces parcialmente
coincidente. mientras no induzca a la confusión de los
electores (STC 85/1986). Esta conclusión se ve abonada
porque tales «representaciones auténticas» de líneas de
pensamiento (<<socialista». «libera!». «verde», etc.) tienen
un manifiesto talante genérico que se refleja necesa­
riamente en las denominaciones cuya genericidad con­
lleva el uso común por pertenecer al dominio público
e impide la apropiación en exclusiva por nadie. ya que
además su eficacia distintiva. por esa utilización colectiva
y continua. se degrada hasta privarlas de toda capacidad
diferenciadora.

Una vez dicho esto queda por averiguar tan sólo si
entre ambos logotipos se dala semejanza proclive a
la confusión. para lo cual resulta decisiva la impresión
de conjunto, desde la totalidad de los elementos de cada
uno de ellos. sin descomponer su unidad gráfica y foné­
tica, donde la estructura prevalezca sobre sus compo­
nentes parciales. Desde esta perspectiva estructural. el
análisis comparativo de los símbolos de las dos can­
didaturas pone de manifiesto que ambas utilizan la expre­
sión «Los Verdes». no monopolizable por nadie. según
quedó dicho anteriormente, pero el partido político le
agrega el adjetivo «Alternativos» mientras en el caso
de la coalición electoral el complemento es «Grupo Ver­
de». Si a ello se añade que los dos dibujos son también
diversos. diversidad que aún será más clara en las pape­
letas electorales porque la reducción de su tamaño al
pasar a ellas hace destacar aún más en el caso del girasol
su círculo interior negro y en el del sol sonriente el círculo
interior blanco. hemos de concluir que, en esa aprecia­
ción global de ambos signos distintivos mixtos (deno­
minativos y gráficos). no existe el" riesgo de confusión
que la ley trata de prevenir, a diferencia de lo que pudo
ocurrir hace unos años cuando al término «verde» aún
no se le había atribuido en nuestro país el significado
genérico que ha ido adquiriendo y. por ello, en aquel
momento esta distinta situación dio lugar a la solución
que acoge la STC 107/1991. hoy obsoleta por el cambio
de circunstancias. No hay, pues, menoscabo alguno por
esta causa del derecho al acceso a los cargos públicos
en condiciones de igualdad (art. 23.2 C.E.).

FALLO

En atención a todo lo expuesto,' el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

I;'ublíquese esta Sentencia en el «80letln Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a once de mayo de mil novecientos
noventa y cinco.-José Gabaldón López.-Fernando Gar­
cía-Mon y González-Regueral.-Rafael de Mendizábal
Allende.-Jl,llio Diego González Campos.-Garles Viver
Pi-Sunyer.-Tomás S: Vives Antón.-Firmado y rubricado.

14342 Sala Segunda. Sentencia 72/1995. de 12 de
mayo de 1995. Recurso de amparo electoral
1.674/1995. Contra Sentencia del Tribunal
Superior de Justicia de Madrid, estimando
recurso contencioso-administrativo del T.S.J.
de Madrid, estimando recurso contencio­
so-administrativo interpuesto contra Acuerdo
de la Junta Electoral de Zona dé Alcalá de
Henares por el que se proclamó la candidatura
de la coalición "Alternativa de Izquierdas-Los
Verdes" para el Ayuntamiento de Rivas-Va­
ciamadrid. Vulneración del derecho a acceder
en condiciones de igualdad a los cargos
públicos.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com­
puesta por don José Gabaldón López. Presidente; don
Fernando García-Mon y González-Regueral, don Rafael
de Mendizábal Allende, don Julio Diego González Cam­
pos. don Caries Viver Pi-Sunyer y don Tomás S. Vives
Antón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de' amparo electoral núm. 1.674/95.
promovido por don Eduardo Dlaz Montes. representante
general acreditado ante la Junta Electoral Provincial de
Madrid por la coalición electoral «Alternativa de Izquier­
das-Los Verdes». representado por la Procuradora de los,
Tribunales doña Roero Sampere Meneses. contra la Sen­
tencia de la Sección Tercera de la Sala de lo Conten­
cioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Madrid de 5 de mayo de 1995, que estimó el recurso
contencioso-electoral interpuesto contra el Acuerdo de
la Junta Electoral de Zona de Alcalá de Henares de 1
de mayo de 1995. por el que se proclamó la candidatura
de la coalición «Alternativa de Izquierdas-Los Verdes»
para el Ayuntamiento de Rivas-Vaciamadrid. Ha sido par­
te la coalición electoral «Los Verdes-Grupo Verde», repre­
sentada por el Procurador don Luis José García Barre­
nechea y asistida por la Letrada doña Ana Isabel Silva
Nicolás. y ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido
Ponente el Excmo. Sr. Magistrado don Tomás S. Vives
An,ón. quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 8 de
mayo de 1995, doña Rocío Sampere Meneses. Procu­
radora de los Tribunales. en nombre y representación
de don Eduardo Díaz Montes. representante general
acreditado ante la Junta Electoral Provincial de Madrid
por la coalición electoral «Alternativa de Izquierdas-Los
Verdes», interpone recurso de amparo contra la Sen­
tencia de la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso­
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Madrid. de 5 de mayo de 1995, que estimó el recurso
contencioso-electoral interpuesto contra el Acuerdo de
la Junta Electoral de Zona de Alcalá de Henares de 1
de mayo de 1995, por el que se proclamó la candidatura
de la coalición «Alternativa de Izquierdas-Los Verdes»
para el Ayuntamiento de Rivas-Vaciamadrid. Se alega
vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (art.
24.1 C.E.) y de los derechos a participar en los asuntos
públicos por medio de representantes libre­
mente elegidos (art. 23.1 C.E.) y a acceder en condi­
ciones de igualdad a las funciones y cargos públicos
(art. 23. 2 C.E.).
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2. Los hechos que están en la base de la demanda
son, sucintamente expuestos, los siguientes:

a) La coalición recurrente presentó ante la Junta
Electoral de Zona de Alcalá de Henares la candidatura
a las elecciones para el Ayuntamiento de Rivas-Vacia­
madrid. La candidatura fue inicialmente publicada en
el «Boletín Oficial de la Comunidad de Madrid» de 26

. de abril de 1995, y, posteriormente, proclamada. publi-
cándose el Acuerdo de proclamación en el citado boletín
el 2 de mayo siguiente.

b) Contra la proclamación de la candidatura se inter­
puso por la coalición «Los Verdes-Grupo Verde» recurso
contencioso-electoral ante el Tribunal Superior de Jus­
ticia de Madrid alegándose básicamente que carecía de
representant!! general acreditado, pues la Junta Electoral
Central, en sesión de 24 de abril de 1995, acordó no
tomar razón de la coalición, y que su nombre inducía
a confusión al electorado, incumpliéndose lo dispuesto
en el arto 46.4 L.O.R.E.G.

cl La Sección Tercera de la Sala de lo Contencio­
soAdministrativo del mencionado Tribunal dictó Senten­
cia el 5 de mayo de 1995 en la que se estima el recurso
y se anula el Acuerdo de proclamación de la Junta Elec­
toral de Zona de Alcalá de Henares. Entendió el órgano
judicial que, con independencia de que se tratara o no
de la misma coalición a que se refiere el Acuerdo de
la Junta Electoral Central de 24 de abril de 1995, en
dicho Acuerdo se dio preferencia a la coalición «Los
Verdes-Grupo Verde» y procede en consecuencia recha­
zar cualquier .otra en cuya denominación aparezca la
expresión «Los Verdes». .

3. Considera la coalición recurrente que la referida
Sentencia vulnera, en primer lugar, su derecho a la tutela
judicial efectiva (art. 24.1 C.E.) por carecer de motivación
suficiente, ya que el Acuerdo de la Junta Electoral Central
al que en dicha resolución se hace referencia no resulta
aplicable al presente caso. Además, el contenido de
dicho Acuerdo no le fue comunicado con anterioridad
a la decisión de la Junta Electoral de Zona, por lo que
ya no se pudo subsanar esa deficiencia, provocando una
clara situación de indefensión. Esta situación de inde­
fensión se traduciría, asimismo, en una vulneración de
los derechos garantizados en los apartados 1 y 2 del
arto 23 C.E., ya que se ha desconocido el principio de
interpretación más favorable a la plenitud del mencio­
nado precepto, principio reconocido por el Tribunal Cons­
titucional y según el cual todos los errores e irregula­
ridades son subsanables. En el presente caso, sin embar­
go, los integrantes de la candidatura no han tenido la
oportunidad de subsanar y corregir la denominación de
la coalición. Se afirma, además, que la denominación
usada por la coalición está inscrita en el Registro de
Partidos Políticos, así como su símbolo. un girasol; siendo
titular de los mismos el partido «Los Verdes de Madrid»
que forman parte de la coalición. Se solicita, por todo
ello, que este Tribunal declare la nulidad de la Sentencia
impugnada y disponga la retroacción de las actuaciones
al objeto de que se pueda cambiar la denominación y
símbolo de la candidatura y proceder a su proclamación.

4. El día 9 de mayo se registró en este Tribunal
un nuevo· escrito del recurrente al que se acompaña
copia de la Resolución de la Junta Electoral Provincial
de Madrid de 6 de mayo de 1995, que desestimaba
el recurso interpuesto por el partido «Los Verdes Alter­
nativos» contra el Acuerdo de la Junta de Zona de Alcalá
de Henares de 28 de abril de 1995, relativo a la deno­
minación o símbolo de las candidaturas presentadas por
las coaliciones «Alternativa de Izquierdas-Los Verdes»
y «Los Verdes-Grupo Verde». Se afirma en dicha Reso-

lución que los argumentos dados en el Acuerdo que
se impugna son absolutamente correctos y que en todo
caso son «suficientemente diferenciadoras las denomi­
naciones de las referidas coaliciones respecto del partido
"Los Verdes Alternativos"».

5. Mediante providencia de 8 de mayo de 1995
la Sección Cuarta de este Tribunal acordó, en confor­
midad con lo dispuesto en el Acuerdo del Pleno de 23
de mayo de 1986. recabar al Tribunal Superior de Jus­
ticia de Madrid las actuaciones correspondientes. asl
como la acreditación de emplazamiento de las partes.
Igualmente, se acordó dar vista al Ministerio Fiscal para
que en el plazo de un día natural formule las alegaciones
pertinentes. El día 10 de mayo se registró el escrito
d!!l Tribunal Superior de Justicia al que se unen las actua­
ciones y la acreditación de haber realizado los oportunos
emplazamientos. "

6. El 11 de mayo de 1995 se registró el escrito
de personación y alegaciones de lá coalición electoral
«Los Verdes-Grupo Verde». En él se afirma que, en contra
de lo sostenido por los recurrentes. el representante de
la candidatura recurrida no obtuvo en ningún momento
del proceso electoral la acreditación de la Administración
electoral para concurrir a las elecciones, y ello porque
la Junta Electoral Central acordó, el 24 de abril de 1994,
no tomar razón de la referida coalición. La Sentencia
del Tribunal Superior de Justicia de Madrid habría venido
a subsanar el error cometido por la Junta Electoral de
Zona de Alcalá de Henares que, no habiendo recibido
a tiempo el telegrama de la Junta Electoral Central por
el que se comunicaba la exclusión de la candidatura
recurrente, procedió a proclamar la misma. Por tOQo ello
solicita la desestimación de la demanda de amparo.

7. El Ministerio Público formuló sus alegaciones el
11 de mayo. Analiza el Fiscal. en primer lugar, las ale­
gaciones relativas al arto 24.1 C.E. Respecto de la primera
de ellas -la falta de motivación de la Sentencia impug­
nada- concluye, tras analizar la Sentencia impugnada.
que la coalición "recurrente ha recibido una respuesta
razonada y fundada en Derecho, y lo que pretende traer
a este Tribunal es una mera discrepancia con la inter­
pretaciónrealizada por la Sala. En cuanto a la posible
indefensión que se habrla producido al no conceder el
órgano judicial un plazo para subsanar el defecto adver­
tido. se afirma que tal alegación debe reconducirse al
arto 23.2. pues la supuesta vulneración del derecho a
la tutela judicial efectiva por este segundo motivo no
es autónoma.

Centrados, por tanto, en el arto 23.2 C.E. se debe
analizar primero la alegación relativa a la identidad o
no de las denominaciones y, en segundo lugar, la posi­
bilidad o no de subsanación. Respecto de la primera
de ellas hay que descartar. de entrada. la cuestión de
si el demandante tiene o no mejor derecho para el uso
del término «Los Verdes» y el logotipo del girasol, pues
no hizo ninguna alegación en este sentido en la con­
testación de la demanda. trayéndola a este Tribunal per
saltum; por otra parte, ni los estrechos cauces por los
que discurren los procesos electorales de impugnación
de proclamación de candidaturas. ni los perentorios pla­
zos en ellos previstos son instrumento idóneo para deter­
minar con carácter general la prioridad en el derecho
al uso de una determinada denominación y símbolo
¡¡ara lo que existen otros cauces legalmente previstos
(STC 160/1989). En todo caso, el derecho que pudiera
corresponder a un partido político al uso de nombre
y logotipo no se transmite automáticamente a la coa­
lición que forme con otros partidos.

Analiza a continuación el Fiscal la Sentencia dictada
por la Sala de lo Contencioso-Administrativo, a la luz
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del arto 23.2 C.E. Comienza poniendo de relieve que si
la Junta Electoral Central se hubiera pronunciado expre­
samente sobre la coalición demandante de amparo, acor­
dando no tomarla en consideración, la demanda incurri­
ría en las causas de iriadmisión de falta de agotamiento
de la vía judicial procedente o, al menos, de extempo­
raneidad. Ocurre, sin embargo, que la Sala no se pro­
nunció sobre el tema, limitándose a hacer suyo el argu­
mento que previamente había utilizado la Junta Electoral
Central de que no debía haber más de una coalición
que incluyera la expresión «Los Verdes... Examinando
ya dicho argumento: y de cara a la determinación de
si se ha producido o no una infracción del arto 46.4
L.O.R.E.G.. entiende el Ministerio Público que se da
una cierta similitud con el supuesto resuelto por la
STC 10711991, con la salvedad de que en aquel caso
se producía un conflicto entre partido político y coalición
electoral, mientras que en el presente se trata de dos
coaliciones. Existe, además, otra diferencia: En aquel
caso la coalición anteponía el nombre «Los Verdes.. a
una referencia a una «Lista Ecologista-Humanista.., yaquí
sucede lo contrario, al denominarse la coalición «Alter­
nativa de lzquierdas-Los Verdes... La primera diferencia
impide una traslación sin más de la doctrina contenida
en la STC 107/1991; es preciso, por ello, establecer
un criterio que permita. la aplicación del arto 46.4
L.O.R.E.G. a las coaliciones y, en este sentido, el criterio
sentado por la Junta que atiende a la primera coalición
que se presente ante ella parece razonable y justificado.
Por otra parte, el hecho de que el término «Los Verdes..
aparezca en la coalición recurrente en segundo lugar,
carece de relevancia, pues en todo caso se hace hincapié
en la idea de «verde.., que se refuerza claramente con
el uso 'del mismo logotipo que la coalición «Los Ver­
des-Grupo Verde..; en efecto, en el presente caso se da
además la circunstancia de que el logotipo de las dos
formaciones politicas coincide, y sobre tal extremo no
se contiene en la Sentencia impugnada pronunciamiento
alguno.

Afirmada la identidad suficiente para inducir a con­
fusión al elector, hay que analizar si se trata de un defecto
subsanable. Concluye el Fiscal que así es, por lo que,
al no ser percibido por la Junta Electoral de Zona, el
órgano judicial debió proceder a habilitar dicho trámite.
Al no hacerlo así, vulneró ,el derecho de acceso a cargos
públicos' de los integrantes de la candidatura. Por ello,
solicita el Fiscal que se otorgue el amparo y, dado el
carácter perentorio de este recurso electoral, que el fallo
conceda al demandante un plazo de cuarenta y ocho
horas para que, ante la Junta Electoral competente, sub­
sane las irregularidades observadas, mediante la supre­
sión en la denominación de la candidatura de la expre­
sión «Los Verdes.. y la eliminación del logotipo del girasol,
que podrá sustituir por otro que no coincida con el de
otra formación, agrupación. coalición o partido. sin que
corresponda a este Tribunal establecer las características
de dicho logotipo. y con especificación de que si. en
el citado plazo, no subsana los defectos, no podrá con­
currir a las elecciones municipales de Rivas-Vaciamadrid.

11. Fundamentos jurídicos

1. Antes de entrar en el fondo del asunto debemos
analizar la alegación que realiza el representante de la
coalición «Los Verdes-Grupo Verde... personada en este
proceso, en el sentido de que la coalición recurrente
carece de representante general por haber sido recha­
zada su toma en razón por la Junta Electoral Central.
pues, de ser así. y como señala el Fiscal. concurrirían
las causas de inadmisión de extemporaneidad de la
demanda y falta de agotamiento de la vía procedente,
por no haberse impugnado el referido Acuerdo. No sé

aporta, sin embargo. prueba alguna que apoye esta afir­
mación y obran en las actuaciones, por el contrario. una
copia del Acuerdo de la Junta Electoral Central, que de
forma clara se refiere a la coalición denominada «Los
Verdes.. y no a la ahora recurrente; por otra parte. se
ha aportado por el recurrente la acreditación realizada
por la Junta Electoral de Alcalá de Henares de don Eduar­
do Díaz Montes como representante electoral de la can­
didatura de la coalición «Alternativa de lzquierdas-Los
Verdes.. en el ámbito de dicha Junta.

2. Entrando en el fondo del asunto. hay que coincidir
con el Ministerio Fiscal en que debe descartarse, en pri­
mer lugar, la vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva (art. 24.1 C:E.), en su faceta de derecho a una
motivación suficiente. que alega la coalición recurrente.
El órgano judicial entendió, con apoyo en el Acuerdo
de la Junta Electoral Central de 24 de abril de 1995,
que para evitar la confusión -del electorado no debían
proclamarse las candidaturas de ninguna otra coalición
que incluyera en su denominación la expresión «Los Ver­
des.., y ello con base en el arto 46.4 L.O.R.E.G. y para
evitar la confusión de los electores. Dicho criterio -sobre
el que más adelante volveremos- puede o no compar­
tirse. pero aporta a la resolución una motivación sufi­
ciente a los efectos del arto 24.1 C.E., precepto que «no
autoriza a exigir un razonamiento judicial exhaustivo y
pormenorizado de todos los aspectos y perspectivas que
las partes pueden tener de la cuestión que se decide,
sino que deben considerarse suficientemente motivadas
aquellas resoluciones judiciales que vengan apoyadas
en razones que permitan conocer cuáles han sido los
criterios jurídicos esenciales fundamentadores de la deci­
sión; no existiendo. por tanto, un derecho fundamental
del justiciable a una determinada extensión de la moti­
vacióh judicial. ni corresponde a este Tribunal censurar
cuantitativamente la interpretación y aplica!;ión del dere­
cho o revisar la forma y estructura de la resolución judi­
cial.. (STC 14/1991, fundamento jurídico 2.°).

3. Se considera también infringido el arto 24.1 C.E.
por el hecho de que la irregularidad apreciada por el
órgano judicial-no hubiera sido puesta de relieve por
la Junta Electoral de Zona. lo que hubiera permitido la
subsanación mediante el cambio de denominación. Pero
en tal supuesto, y como señala el Fiscal. el derecho vul­
nerado no sería tanto el del arto 24.1 C.E. como el garan­
tizado en el arto 23.2 de la misma Norma fundamental.
Por otra parte. y con carácter previo se debe examinar
si la decisión del órgano judicial de anular la procla­
mación de la candidatura es o no respetuoso con dicho
precepto. pues. de llegarse a una conclusión negativa,
la anulación de la resolución recurrida supondría la vali­
dez de la proclamación realizada por la Junta Electoral
de Zona y carecería de sentido pronunciarse sobre si
se debió otorgar o no un plazo de subsanación.

4. La decisión impugnada se basó en la aplicación
al caso del criterio según el cual la incorporación a la
denominación de una coalición de la expresión «Los Ver­
des.. excluye a las demás coaliciones que hayan utilizado
esa misma expresión, y ello por entender que de otro
modo se induciría a 'la confusión de los electores a la
hora de optar por cualquiera de ellas. Tuvo en cuenta
el órgano judicial en la adopción del referido criterio
el Acuerdo de la Junta Electoral Central de 24 de abril
de 1995, por el que se decidió no tomar razón de la
coalición denominada «Los Verdes.. por haberse presen­
tado previamente otra denominada «Los Verdes-Grupo
Verde.. y entender que se podía inducir a confusión.

La necesidad de evitar la confusión que puede pro­
ducirse como consecuencia de la utilización de deno­
minaciones y símbolos similares por los actores políticos
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del proceso electoral está en la base del arto 46.4
l.O.R.E.G. y ha sido plenamente avalada por este Tribunal
que ha afirmado uno de los aSAActos abarcados por la
relación entre el arto 46.4 de la l.O.R.E.G. y el arto 23.2
de la Constitución, y que en supuestos como el presente
se destaca por encima de los demás, es que «el derecho
de los ciúdadanos que figuran en la candidatura de un
partido a acceder en condiciones de igualdad a los car­
gos representativos con los requisitos que señalen las
leyes comprende naturalmente el de la preservación de
su identidad ante el electorado» y tal derecho podrla
verse conculcado «si por la Administración electoral o
los órganos judiciales se admitiera la válida concurrencia
de candidaturas que, presentadas por coaliciones elec­
torales, indujeran a confusión a causa de sus denomi­
naciones, siglas o símbolos, rebajando asl, de principio,
las posibilidades reales de los candidatos inclusos en
la lista del partido. Además (...), el arto - 46.4 de la
l.O.R.E.G. ha de verse como un instrumento de garantía
del derecho de los ciudadanos a participar en los asuntos
públicos por medio de representantes libremente ele­
gidos (art. 23.1 C.E.), derecho cuyo ejercicio exige la
clara diferenciación externa de las candidaturas con­
currentes al proceso electoral» (STC 107/1991, funda­
mento jurldico 2.°). Ocurre, sin embargo, que el arto 46.4
L.O.R.E.G. sirve exclusivamente para la resolución de los
conflictos entre partido y coalición o agrupación elec­
toral. Por ello, no es aplicable al presente supuesto, en
el que el conflicto se ha producido entre dos coaliciones
y que no está contemplado expresamente en la l.O.R.E.G.
Como pone de relieve el Ministerio Público, esta situación
justificaba la necesidad de buscar una regla que sirviera
para integrar dicha laguna,yen esta dirección iban tanto
el Acuerdo de la Junta Electoral Central como la Sen­
tencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo. Ahora
bien, uno y otra tienen un alcance muy distinto. En su
Acuerdo de 24 de abril, la Junta se limitó a contrastar
la denominación de dos coaliciones y a entender que,
dada la similitud existente entre ambas, no procedla
tomar razón de la presentada en segundo lugar. El órgano
judicial va más allá y establece que cuando una coalición
utiliza la expresión «Los Verdes», ninguna otra puede
utilizarla, pues existe riesgo de confusión.

5. Esta última conclusión es la que procede ahora
cuestionarse. Como antes hemos señalado, está perfec­
tamente justificada la necesidad -puesta de relieve por
la Sala- de evitar que el elector confunda materialmente
una candidatura electoral con otra por el hecho de que
sus elementos de identificación sean iguales o muy
semejantes. Con ello se persigue asegurar que la volun­
tad política que los sufragios expresan se corresponda,
con la mayor fidelidad posible, a la identidad real de
quien a lo largo de la campaña electoral los recabe
(STC 69/1986). Ello no autoriia, sin embargo, el mono­
polio, o la entrega en exclusividad a un determinado
grupo de la representación auténtica de determinadas
,ideologlas o Ifneas de pensamiento, «cosa que en un
Estado social y democrático de Derecho nadie puede
pretender» (STC 106/1991). Como ha señalado este
Tribunal, el pluralismo 'polltico permite que una misma
corriente ideológica puede tener diversas expresiones
partidarias que, consecuentemente, lleven a represen­
taciones que pueden parcialmente coincidir, siempr,e, cla­
ro está, que no conduzcan a confusión, especialmente
de los electores (STC 85/1986). Esta conclusión sé ve
abonada- por el hecho de que tales representaciones
auténticas de líneas de pensamiento (<<socialista», .<Iibe­
ral», etc.) ostentan un manifiesto carácter genérico por
ser la forma' necesaria y' corriente de manifestación,
denominativa o gráfica, de las mismas, por lo que, al

, ser elementos de uso común pertenecientes al dominio
público, no son apropiables en exclusiva por nadie, ya

que, además, su eficacia distintiva, por eSE! utilización
colectiva y continuada, se degrada hasta privarlas de
toda capacidad diferenciadora.

Concluido, pues, que ningún partido, federación, coa­
lición electoral o agrupación de electores puede hacerse
en exclusiva con las mencionadas representaciones
auténticas de líneas de pensamiento, ello conduce a que,
en caso de conflicto, deba realizarse una comparación,
en su conjunto, de las denominaciones y símbolos
enfrentados, para determinar si existe o no riesgo de
confusión lesivo de los derechos del arto 23 C.E..

6. SentE!da la anterior doctrinE!, no puede aceptarse
la solución E!doptE!dE! por la Sala de lo Contencioso-Ad­
ministrativo. Esta debía haber procedido E! analizar si.
en el caso concreto, se producía o no confusión, es decir,
si el resto de los elementos, que junto a la expresión
«Los Verdes» integraban la denominación de las coa­
liciones, unido a los símbolos de cE!da uno de ellos, apor­
taban o no una diferenciación suficiente. Desde esta pers­
pectiva, no puede negarse que en las denominaciones
de las coaliciones aquí enfrentadas, «Alternativa de
Izquierdas-Los Verdes» y «Los Verdes-Grupo Verde», exis­
ten elementos que resultan .relevantes para entender que
están suficientemente diferenciadas, máxime cuando en
la actualidad, y a diferencia de lo que podía ocurrir hace
unos años, el término «verde» ha adquirido en nuestro
país un carácter genérico como expresión de una deter­
minada ideologla o línea de pensamiento.

Procede, por todo lo expuesto. otorgar el amparo soli­
citado, anular la Sentencia del Tribunal Superior de Jus­
ticia de Madrid de 5 de mayo de 1995, y, en conse­
cuencia, reconocer la validez de la proclamación rea­
lizada por la Junta Electoral de Zona de Alcalá de Henares
en relación con la candidatura para el municipio de
Rivas-Vaciamadrid de la coalición «Alternativa de Izquier­
das-Los Verdes», sin realizar pronunciamiento alguno res­
pecto del símbolo utilizado por la coalición pues, aunque
por «Los Verdes-Grupo Verde» se alegó en el recurso
contencioso-electoral la identidad con el utilizado por
ella y que fue reconocido por la Junta Electoral Central,
ni en ese momento ni en las alegaciones realizadas ante
este Tribunal se ha aportado prueba alguna suficiente
para desvirtuar la decisión de la Junta Electoral de Zona
de proclamar la candidatura con el slmbolo propuesto.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Eduardo Draz
Montes y, en su virtud:

1.° Anular la Sentencia de la Sección Tercera de
. la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superi,or de Justicia de Madrid de 5 de mayo de 1995.

2.° Reconocer a los integrantes de la candidatura
al Ayuntamiento de Rivas-Vaciamadrid de la coalición
electoral «Alternativa de Izquierdas-Los Verdes» su dere­
cho a acceder en condiciones de i1¡ualdad a los cargos
públicos, con los requisitos que señalen las leyes, y, en
consecuencia, reconocer la validez de la proclamación
de dicha candidatura realizada por la Junta Electoral de
Zona de Alcalá de Henares.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a doce de mayo de mil novecientos
noventa y cinco.-José Gabaldón López.-Fernando Gar­
cía-Mon y González-Regueral.-Rafael de Mendizábal
Allende.-Julío Diego González Campos.-earles Viver
Pi-Sunyer.- Tomás S. Vives Antón.-Firmado y rubricado.


